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                          ACTA  Nº 15-10
Sesión celebrada el 19 de Abril  del 2010
Acta de la Sesión Ordinaria número quince de la Junta Directiva del Colegio de Abogados de Costa Rica, celebrada en sus oficinas centrales, ubicadas en la ciudad de San José, Costa Rica, a las diecisiete horas con treinta minutos del diecinueve de abril del dos mil diez.
Miembros presentes: Dra. Erika Hernández Sandoval, Presidenta; MSc. Christian E. Campos Monge, Vicepresidente; Licda. Stella Santamaría Jiménez, Prosecretaria;  Lic. Ronald Eduardo Segura Mena, Secretario; Dr. Enrique Rojas Solís, Tesorero; MSc. Jeannette Arias Meza, Vocal I; MSc. Fabio Vincenzi Guilá, Vocal II; Licda.  Jenny Hernández Solís, Vocal III; MSc. Juan Carlos Granados Vargas, Vocal IV; Licda. Ana Lorena Castro Corrales, Vocal V; Licda. Vivian Wyllins Soto, Fiscal. 
Funcionaria Asistente: Sra. Annia Picado Mesén, Secretaria de Actas, Lic. José Luis Meneses Rímola, Director Ejecutivo a.i.
ARTICULO 1) COMPROBACIÓN DE QUÓRUM E INICIO DE SESIÓN. 
La Dra. Erika Hernández Sandoval, Presidenta, comprobado el quórum de ley da inicio  a la sesión ordinaria Nº 15-10, del 19 de abril 2010.
ARTICULO 2) LECTURA Y APROBACIÓN DE LA AGENDA DE PRESIDENCIA. 
La Dra. Erika Hernández Sandoval, somete a consideración de los señores (as) Directivos la agenda de Presidencia, y queda de la siguiente manera: 1.- Comprobación de quórum e inicio de sesión; 2.-Aprobación de Agenda Presidencia; 3.- Lectura y aprobación del acta 14-2010, 4.- Correspondencia 5- Audiencia-Lic. Guillermo Silesky Mata-Auditor Interno, Presentación de informes. 6.-Asuntos Breves de Fiscalía; 7.- Informe Director Ejecutivo;  8.-Informe de Presidencia, 9.- Informe de Directores y Directoras.
SE ACUERDA 2010-15-001 Aprobar la Agenda de Presidencia presentada por la Dra. Erika Hernández Sandoval. Nueve votos.  
LOS DOCUMENTOS FORMAN PARTE DE LOS ATESTADOS DEL ACTA.
ARTICULO 3) LECTURA Y APROBACION DEL ACTA No. 14-10, DEL 12 DE ABRIL DE  2010.
Revisada el acta 14-10 del 12 de Abril 2010 por los señores Directores y realizadas las observaciones pertinentes,  proceden a aprobarla. 

SE ACUERDA 2010-15-002 Aprobar el acta 14-10 celebrada el 12 de Abril  2010, con las observaciones realizadas por los señores Directores. Nueve votos. 
ARTICULO 4) CORRESPONDENCIA.

1. Nota DE-I-018-2010, suscrita por el Lic. José Luis Meneses Rímola, Director Ejecutivo, mediante la cual indica que el Lic. Siu Hong Cheng Li, carné 12.995 solicita su reincorporación al Colegio de Abogados. Aporta los documentos de la suspensión voluntaria y la actualización de datos. Por lo que habiendo cumplido con los requisitos, se recomienda tramitar la reincorporación.
SE ACUERDA 2010-15-003 Aceptar la reincorporación del Lic. Siu Hong Cheng Li, carné 12.995, a partir del mes de abril de 2010. Nueve votos. ACUERDO FIRME. Responsable: Interesado, Departamento de Contabilidad y Archivo Central. 

2. Nota DE-I-019-2010, suscrita por el Lic. José Luis Meneses Rímola, Director Ejecutivo, mediante la cual indica que realizados los respectivos estudios, en los departamentos de Contabilidad se encuentra pendiente una deuda de ¢9.000.00 correspondiente a los meses de enero, febrero y marzo de 2010 y en Fiscalía, no tiene suspensiones ni procesos pendientes, se recomienda aceptar la suspensión voluntaria de la Licda. Gabriela Ross Jiménez, carné nº 13.595. No se aporta carné del Colegio por no poderlo ubicar.
SE ACUERDA 2010-15-004 Aceptar la suspensión voluntaria de la Licda. Gabriela Ross Jiménez, carné 13.595. A partir del mes de abril 2010. Nueve votos. ACUERDO FIRME.  Responsable: Interesada, Departamento de Contabilidad y Archivo Central.

3. Nota DE-I-020-2010, suscrita por el Lic. José Luis Meneses Rímola, Director Ejecutivo, mediante la cual indica que realizados los respectivos estudios, en los departamentos de Contabilidad se encuentra al día en las cuotas de colegiatura y en Fiscalía, no tiene suspensiones ni procesos pendientes, por lo que se recomienda aceptar la suspensión voluntaria de la Licda. Aiza Gómez Mora, carné nº 5005. Se aporta carné del Colegio.
SE ACUERDA 2010-15-005 Aceptar la suspensión voluntaria de la Licda. Aiza Gómez Mora, carné  5005. A partir del mes de abril 2010.. Nueve votos. ACUERDO FIRME.  Responsable: Interesada, Departamento de Contabilidad y Archivo Central.

4. Nota AL-087-2010, de la Licda. Natalia Rudín Castro, Directora Legal, mediante el cual con relación al acuerdo de Junta Directiva N° 2010-10-011 donde se le solicita al Departamento Legal, enviar una nota al Director Señera! de Migración y Extranjería, para que se consulte el caso relacionado de la incorporación de la Sra. Sonia Contreras Cáscales, en el sentido de si el Colegio de Abogados debe incorporarla cuando su estatus migratoria no es el de residente y únicamente es para trabajar como docente en la Universidad de Costa Rica. Al respecto mediante oficio AL-067-2010 esta Dirección remitió la consulta de cita y en respuesta a la misma la Dirección General de Migración y Extranjería emitió el oficio N° 1504-04-2010- GE, el cual se adjunta para conocimiento. La nota indica: “con respecto al oficio N* AL-067-2010, dirigido al Lic. Mario Zamora Cordero, Director General de Migración, mediante el cual solicita información referente a la ciudadana española Sonia Contreras Cáscales, expediente en esta gestión número 135-355122, se informa que de conformidad con la documentación que consta en el expediente en mención, a la señora Sonia Contreras Cáscales, esta Dirección le otorgó el status migratorio en el país de Categoría Especial condicionada a prestar sus servicios en la Universidad de Costa Rica, siendo que dicho permiso se encuentra vigente al mes de diciembre del presente año. Cabe señalar que dicho permiso le otorga a la interesada un status legal para permanecer en el territorio nacional, más el mismo no es equivalente al status de residente”·.

SE ACUERDA 2010-15-006 
Solicitar al Departamento Legal un informe con relación a lo indicado por Migración y Extranjería sobre el caso de la Licda. Sonia Contreras Cascales, haciendo énfasis en la jurisprudencia que existe al respecto de la Sala Constitucional, con el fin de contar con un análisis exhaustivo de la normativa para este caso. Nueve votos. ACUERDO FIRME. Responsable: Licda. Natalia Rudín Castro. Plazo: viernes 23 de abril, 12:00 m.d.

5. Nota suscrita por la Junta Directiva de la Filial de San Carlos, mediante al cual  invitan a la Junta Directiva para que visiten la Filial  y realizar una sesión de trabajo conjunta, con la finalidad de abarcar los siguientes temas: Conocer los proyectos y lineamientos que se tienen para las Sedes Regionales por parte de la Junta Directiva, situación actual del inmueble propiedad del Colegio ubicado en Pénjamo de Florencia, San Carlos, necesidades de infraestructura y equipo para la Filial, programación y logística de los cursos de actualización en nuestra Filial, posible establecimiento de un Consultorio Jurídico en nuestra Filial. Todo ello con el afán de establecer una coordinación directa, eficaz y eficiente con las diferentes dependencias de la Sede Central del Colegio.

La señora Presidenta, informa que se encargará de redactar y enviar la respuesta a lo planteado por la Junta Directiva de la Filial de San Carlos.
6. Nota AOES, 44-10 S.A, suscrita por el Pbro. Sergio Valverde Espinoza, Presidente Director Asociación Obras del Espíritu Santo, mediante la cual señala que en  la Asociación Obras del Espíritu Santo, organización de acción social sin fines de lucro, que tiene como carisma primordial velar integralmente por la niñez y adolescencia  en  alto  riesgo social,  mediante  programas de Evangelización, alimentación, educación, salud, albergue y otros, se brinda apoyo integral a mujeres jefas de hogar, adultos mayores, privados y ex privados de Libertad, indigentes, alcohólicos, y toda aquella población en alto    riesgo    social    por   medio    de    diversos    programas.  Se ha venido desarrollando hace más de ocho años una labor de atención integral a esta población durante los 365 días del año las 24 horas del día, junto con la ayuda de 46 ministerios. Por tal motivo solicita a posibilidad de que los funcionarios y funcionarías del Colegio puedan colaborar con una donación económica por persona, permitiendo pasar por cada una de las oficinas realizando la debida recolección, misma que será utilizada para poder obtener mus alimento para los comedores, ya que cada vez son mas las personas a las que se les da alimentación, incluyendo niños de Albergue y Guardería. La MSc. Jeannette Arias Meza, amplia la nota en el sentido que también se pase por la base de datos, la solicitud de colaboración.  El MSc. Christian Campos Monge, recuerda que existe un acuerdo donde se le solicitó a la Junta Administradora, elaborar la lista de los proyectos que serán apoyados al finalizar el año, por medio de la colaboración que durante estos meses, realicen los agremiados. La Licda. Vivian Wyllins Soto, indica que al respecto se autorizó colocar en la página web, el link de la Asociación. La Licda. Jenny Hernández Solís, sugiere que el acuerdo sea en el sentido de informar a los agremiados por medio de la página web del Colegio, que por este medio se pueden realizar donaciones para diferentes  causas sociales, como lo es la Asociación Obras del Espíritu Santo.
“SE ACUERDA 2010-15-007 a) Instar a los agremiados y agremiadas, por medio de la página web del Colegio, para que realicen donaciones a diferentes causas sociales, como lo es la Asociación Obras del Espíritu Santo. b) Autorizar que se circulen por las oficinas del Colegio, alcancías para la recolección de fondos destinados a la Asociación Obras del Espíritu Santo. Nueve votos. ACUERDO FIRME. Responsable: Dirección Ejecutiva, Departamento de Cómputo-Comunicación”.

7. Nota FOI-04-10  suscrita por la Licda. Vivian Wyllisn Soto, mediante la cual “solicita remitir a quien corresponda para su estudio, equipar la base mínima de todos los instructores de Fiscalía, a la de los Instructores Del Procedimiento de la CCSS, así como su porcentaje por dedicación exclusiva, que corresponden a un Profesional 4 del manual descriptivo de puestos de la CCSS. Esta solicitud la realizo al amparo del criterio C236-2007 de la Procuraduría General de la República que adjunto y que indica: Es potestad de la Junta Directiva tomar este tipo de decisiones en virtud que la relación de los instructores con el Colegio es de derecho privado. Por otra parte, y mientras se resuelve lo anterior, solicito se apruebe equiparar el salario de la instructora Licenciada Lisethe Bogantes Vindas, a los salarios de los demás instructores, en virtud de haber aprobado su función excelentemente tras el tiempo de prueba. Esta equiparación solicito se realice retroactiva a la fecha de cumplimento del plazo de prueba con base en el principio de derecho laboral: " Para Igual Trabajo, Igual Salario". De igual forma con el Lic. Jéurgen Mojica”. José Luis. 
SE ACUERDA 2010-15-008 Se analizará en la próxima sesión, con los documentos que la Dirección Ejecutiva adicionará. Nueve votos. ACUERDO FIRME.
Al ser las dieciocho horas con veintiún minutos ingresan los Directores Juan Carlos Granados Vargas y Enrique Rojas Solís.
ARTICULO 5) AUDIENCIA-LIC. GUILLERMO SILESKY MATA –AUDITOR INTERNO.
Al ser las dieciocho horas con veintidós minutos ingresan el Lic. Guillermo Silesky Mata, Auditor Interno y la Licda. Natalia Rudín Castro, Directora Departamento Legal. 
1. El Lic. Guillermo Silesky Mata, procede a explicar el informe CA AUI-003-10, emitido por el Auditor Interno sobre la Construcción del edificio de Guápiles. Inicia indicando con respecto a la compra del terreno que se revisó el expediente y en el plano se indica que el ingreso a la propiedad se hace a través de una calle pública, esto también lo señala el perito evaluador que midió el lote, sin embargo, en una de las fotos que adjunta a su infome, se ve que para ingresar al lugar existe un portón y rejas lo que hace dudar si corresponde a calle pública, igualmente en la inspección física quedó la impresión de que no. Añade que el ICE, valoró que el ingreso al lote adquirido corresponde a una servidumbre y no a una calle, por lo que la conexión eléctrica que en planos estaba diseñado para colocarse dentro de la construcción, quedó fuera de la propiedad. El Dr. Enrique Rojas Solís, solicita al señor Auditor, concretamente indicar si es o no calle pública. Al respecto señala el señor Auditor que el plano catastrado y el Registro Público, indican que se trata de calle pública, pero en la inspección no le pareció serlo.  La MSc. Jeannette Arias Meza, manifiesta que se debe realizar una inspección más allá del plano, estudio registral, para establecer la realidad. Añade el señor Auditor que existe un avalúo donde se confirma que esta sobre calle pública. La Licda. Natalia Rudín Castro, explica que el Colegio compra el terreno, basado en el plano catastrado debidamente refrendado por la Municipalidad, cuando se solicitaron los permisos, la municipalidad indica que los linderos no concuerdan y que se trata de una servidumbre, por lo que deben modificarse los planos. Pero el problema suscitado es interno de la Municipalidad de Pococí. El Lic. Ronald Segura Mena, destaca que el fin de la inspección solicitada al sitio, era constatar físicamente las condiciones del terreno, además debió constatarse los datos del plano. La Licda. Vivian Wyllins Soto, destaca que el plano esta visado por la Municipalidad lo que quiere decir que acepta linderos y todo lo que en éste se señala, por lo que basado en ese plano, fue que el Colegio realizó la compra. Consulta si cuando la Municipalidad indicó que debían modificar el plano, el Colegio procedió a regularizarlos. La Licda. Natalia Rudín Castro, indica que la Municipalidad de fecha 14 de octubre del 2009, levantó un acta donde señaló varios requerimientos con respecto a la parte de la construcción. La Licda. Ana Lorena Castro Corrales, manifiesta que cuando se compra una propiedad, al no ser un técnico perito, la persona se sustenta en lo que indica tanto el plano catastrado como la certificación registral, por lo que en este caso, el Colegio se basó para la compra en dichos documentos que dan fe del estado del terreno. El Lic. Guillermo Silesky, reitera que la Junta Directiva, basó la compra en el plano catastrado, el Registro Público y el avalúo independiente que establecen tratarse de una calle pública. Por otra parte se revisó el expediente sobre la compra del lote y que la Contraloría General de la República autorizó que se hiciera por Contratación Directa, donde se pudo verificar que las condiciones que estableció dicho Órgano para la adquisición de ese terreno fueron cumplidos.  Con relación a los permisos de construcción,  manifiesta el señor Auditor, que según la información que el Ing. Filiberto Gutiérrez Rojas, encargado de la obra manifestó, la misma se inicio después de haber entregado a la Municipalidad todos los requisitos que solicitaron, además, era de conocimiento de esa institución, de que se iba iniciar la construcción con algunos trabajos preliminares, mientras ellos le daban el respectivo trámite al permiso de construcción, por lo que el Colegio llega a un acuerdo con la Municipalidad para que permitan seguir con la construcción y posteriormente el Colegio corregiría las observaciones realizadas por dicho Municipio. En una segunda inspección de la Municipalidad, se hicieron observaciones  relacionadas al parqueo y al retiro frontal de la obra, por lo que el Ingeniero quedó en ir a la Municipalidad a aclararlas, pero aún esta pendiente. En este caso se recomienda en el informe: Girar instrucciones al Ing. Filiberto Gutiérrez Rojas y asignar a algún representante del Colegio de Abogados, para que visiten la Municipalidad de Pococi y se analice lo que procedería para corregir esta situación. Como otro punto, continúa explicando el señor Auditor lo relacionado con la modificación del valor de la obra, donde de acuerdo a la documentación y a las entrevistas realizadas, se explica que durante el proceso de la construcción de la primera etapa, se cambia el costo inicial,  con trabajos adicionales que no estaban previstos cuando se programó la obra, y que eran necesarios para continuar trabajando, pues encontraron piedras de gran tamaño que no permitían continuar con esa etapa,  y fue necesario además de movimientos de tierra, hacer rellenos y construcción de muros de contención  como consecuencia de los cambios en los planos como el retiro frontal para parqueos y posiblemente en la ampliación del aula. Llama la atención el señor Auditor, en el sentido que no se haya realizado con estudio previo sobre la calidad del suelo que posiblemente hubiera sido de gran ayuda ya que alertaría sobre la existencia de piedras. Ahora bien, con relación a la autorización para que la obra prosiguiera, el Ing. Filberto Gutiérrez, manifestó a esta Auditoría, que la hizo saber al Lic. Henry Arroyo Villegas, de la necesidad de resolver los imprevistos de la obra, mismo quien autorizó que se atendiera dicho imprevisto y que el se encargaría en el Colegio, de realizar el trámite de pago. Por otra parte aclara el Lic. Guillermo Silesky Mata, que los únicos autorizados para realizar compras son la jefatura de Proveeduría, Director Ejecutivo y la Junta Directiva del Colegio de Abogados,  sin embargo, en este caso, el ex director de Sedes Regionales, sin tener la potestad legal  para autorizar un acto que represente comprometer fondos económicos del Colegio, dio la autorización para que los trabajos adicionales se realizaran, y que esto conllevaría  un costo que antes no había sido autorizado por el órgano competente, lo que evidencia que el Lic. Arroyo Villegas se extralimitó de su competencia y potestades, siendo más grave al  tratarse de fondos públicos, además lo presentó a Junta Directiva dos meses después de iniciados los trabajos de ampliación, incumpliendo normas de Control Interno y de contratación. Continúa el señor Auditor, explicando su informe, y con respecto a la Fiscalización, señala que en el contrato se incluye la labor de fiscalización, el cual dice que se formará un comité integrado por la Dirección Ejecutiva, Lic. Henry Arroyo y la encargada de la Proveeduría, cuyo comité se reunirá una vez al mes, para coordinar lo referente a los avances del proyecto y determinar el desarrollo de las etapas. El comité será el enlace directo con el ingeniero; pero realizada la investigación, no se encontraron documentos donde conste dicha fiscalización, sin embargo, según lo reflejan los hechos, el Lic. Henry Arroyo Villegas funcionó como enlace directo con el ingeniero a cargo de la obra. De lo anterior se recomienda solicitar que en lo sucesivo, se informe a la Junta Directiva, de la gestión que se realiza por un futuro Comité de Fiscalización, con la finalidad de evaluar y conocer los pormenores del servicio contratado. Además, se deberá asignar un coordinador de ese comité, que vele por la gestión del comité de fiscalización y documentar lo visto en reuniones para que se adjunte al expediente relacionado al objeto que se va a fiscalizar. La Licda. Vivian Wyllins Soto, le solicita señalar sus recomendaciones. Al respecto el señor Auditor cita las señaladas en su informe: 1. De la compra del terreno: Girar instrucciones al Departamento de Proveeduría para que obtenga el certificado de propiedad emitido por el Registro Público de la Propiedad del terreno donde se construye la oficina de la Sede de Guápiles. 2. Planos Catastrados: Solicitar a la Filial de Guápiles, que indique las razones por las cuales aún no se ha elaborado ese plano catastrado que se convino entregar a la Municipalidad de Pococi. 3. Expediente: Girar instrucciones al Departamento de Proveeduría para que los documentos que componen ese expediente sean foliados y debidamente sujetados al mismo. 4. Permiso de Construcción: Girar instrucciones al Ing. Filiberto Gutiérrez Rojas y asignar a algún representante con poder de decisión del Colegio de Abogados, para que visiten la Municipalidad de Pococi y se analice lo que procedería para corregir esta situación. 5. De la Modificación al Valor de la Obra por un Valor de Siete Millones Quinientos Mil Colones: Analizar lo comentado y enviar  al Departamento Legal del Colegio de Abogados para su estudio, que de acuerdo al resultado o conclusiones, la Junta Directiva valore la necesidad de elevar el caso a la Contraloría General de la República.  6. De la Fiscalización: Solicitar que en lo sucesivo, se informe a la Junta Directiva, de la gestión que se realiza por un futuro Comité de Fiscalización, con la finalidad de evaluar y conocer los pormenores del servicio contratado. Además, se deberá asignar un coordinador de ese comité, que vele por la gestión del comité de fiscalización y documentar lo visto en reuniones para que se adjunte al expediente relacionado al objeto que se va a fiscalizar.

Posteriormente se realiza la intervención por parte de los señores Directores y Directoras: El Lic. Ronald Segura Mena, solicita al señor Auditor determinar si específicamente, es o no calle pública, según la visita que realizó al terreno. El Lic. Guillermo Silesky Mata, responde que a pesar de que el plano catastrado y el Registro indiquen tratarse de calle pública, físicamente no le pareció porque había un portón y no estaban definidas ni las aceras ni los caños, pero para evaluarlo se debe contar con un criterio técnico especializado. La Licda. Vivian Wyllins Soto, recopila lo que indicó el señor Auditor, que existe un acuerdo entre el Colegio y la Municipalidad para iniciar las obras sin los permisos correspondientes. El señor Auditor indica que sí, de acuerdo a lo indicado por el Ing. Filiberto Gutiérrez, Encargado de la Obra. Continúa la Licenciada Wyllins Soto, consultando que mencionó un informe donde la Municipalidad ordena que se debe correr la obra. Aclara el Lic. Guillermo Silesky Mata, que el plano inicial no contemplaba parqueos, pero posteriormente se decide dejar tres metros de parqueo, y la construcción se corre para atrás, entonces cuando el inspector municipal llega a realizar su inspección, determina que no existe coincidencia con lo que indican los planos.  Con respecto a la modificación del valor de la obra, la  Licda. Vivian Wyllins Soto, señala que en octubre se da la autorización de ampliación de la obra, pero esto se informa hasta el mes de diciembre a la Junta Directiva, por lo tanto quiénes son los responsables de la autorización y de emitir en informe tardío, así como los pasos a seguir. Responde el señor Auditor que de acuerdo a la información brindada por el Ing. Filiberto Martínez, el Lic. Henry Arroyo, autoriza a continuar con la construcción e indica que se encargaría de de tramitarlo ante la Administración del Colegio. Con respecto a determinar un responsable, la Junta Directiva debe conformar un órgano que evalúe todo lo que existe sobre el caso y será ésta quien determine quienes son los responsables, ya que la Auditoría se encarga únicamente de evaluar el cumplimiento de los procedimientos y controles internos. Otra consulta por parte de la Licda. Vivian Wyllins Soto, es si consta que el Comité Fiscalizador fue notificado de sus deberes.  Indica el señor Auditor que a parte del contrato, no constan documentos al respecto. Sobre el procedimiento de la obra, consulta si la Auditoría Interna, da por bien recibida la obra. El señor Auditor, señala que no hubo una adecuada planeación para poner la obra en condiciones de uso. El MSc. Fabio Vincenzi Guilá, consulta si la Auditoría tiene la facultad de elevar el caso a la Contraloría General de la República. Al respecto indica el Lic. Guillermo Silesky Mata, que lo puede realizar por una función que se denomina Relaciones de Hechos, pero cuando ha recibido alguna denuncia donde la Auditoría tenga que investigar, pero en el caso que nos ocupa, lo que se solicitó fue un estudio. Consulta además, quien fue el responsable de iniciar la obra, sin existir los permisos correspondientes. El señor Auditor, manifiesta no haberlo determinado. EL Dr.  Enrique Rojas Solís, señala que si pudo determinar el hecho de que el Lic. Henry Arroyo Villegas, giró la orden a la empresa de ampliar la obra.  La Licda. Ana Lorena Castro Corrales, pregunta si en toda obra de construcción del Colegio, le corresponde a la Proveeduría, ser siempre un fiscalizador del avance de la obra. Indica el señor Auditor que efectivamente la Proveeduría tiene participación, pero el avance de la obra es resorte del ingeniero. 
La señora Presidenta, solicita al señor Auditor, proceder a explicar el segundo informe relacionado con el caso de la Licda. Sonia Contreras Cascales, del Consultorio Ambiental.
2. El Lic. Guillermo Silesky Mata, como segundo punto, continua con la explicación del informe CA AUI-016-10, que es relacionado con la solicitud de ampliación solicitad por la Junta Directiva al informe CA-AUI-002-10, con respecto al caso de la Licda. Sonia Contreras Cascales.
Indica que la Dirección Ejecutiva analizó el procedimiento de contratación que incluye la revisión del expediente de la licenciada Sonia Contreras y esta Auditoría visitó la oficina del Consultorio Jurídico Ambiental ubicado en la sede de la Universidad de Costa Rica, cuyo objetivo sería analizar la correspondencia y expedientes de ese consultorio, que permitiera tener alguna posible evidencia de que la licenciada Sonia Contreras firmará como abogada, donde también se aprovechó para evaluar el procedimiento sobre el manejo de expedientes y comprobar la información sobre los talleres realizados y los casos despachados por ese Consultorio según informe de labores entregado al Colegio de Abogados. Concluye que consigue información-documentos donde la Licda. Sonia Contreras, firma como interina y se presenta un documento donde se presenta en sus calidades como abogada. Añade que se deben corregir algunas deficiencias encontradas en los expedientes. Dentro de la información que esa oficina envía al Colegio también se mencionan algunos cursos que se supone fueron llevados a cabo, pero no se comprobó porque no existe documentación al respecto en los expedientes. Con respecto a la ampliación del informe solicitado por esta Junta Directiva, explica que se presentan aspectos del convenio que no claros, ya que algunas clausulas son contradictorias, porque en una se señala que la Universidad de Costa Rica, es quien nombra al Director, primero se habla que el nombramiento del Director es responsabilidad de la UCR, sin embargo en la siguiente cláusula dice que la Universidad va a recomendar, por lo que se puede interpretar que es el Colegio el responsable de tomar la decisión con base a la recomendación que presente ese Centro de Estudios. Amplia que el convenio establece la existencia de una plaza de Director y un asistente, y con el addendum firmado el 9 de diciembre de 2009 se aprueba una plaza de subdirector, que previamente fue aprobada por Junta Directiva del Colegio. La cláusula sexta dice que el aporte económico del Colegio deberá ser de un millón de colones mensuales, sin embargo fue mayor en el año 2009, pero no se encontró un addendum que permitiera modificar los extremos del convenio. Es importante aclarar que hay un addemdum que modifica esa cláusula, donde se señala que el Colegio aportara la suma de ¢1.700,000.00 y fue firmada el 9 de diciembre de 2009, por lo que no cubre lo desembolsado en el periodo 2009. Esta Auditoría Interna solo tuvo conocimiento del addendum mencionado y no se conoció de alguno otro. Por todo lo anteriormente comentado, se observó que dicho convenio es por momentos contradictorio o confuso entre si y algunas veces parece haber sido incumplido por las partes, por lo que se recomienda  analizar el convenio en cuestión en conjunto con representantes de la Universidad de Costa Rica, con la finalidad de evaluarlo y corregirlo. Concluye que encontraron alguna situaciones que no son claras para poder ser evaluadas y analizadas, como es el caso del nombramiento de licenciada Sonia Contreras Cascales desde el punto de vista de status migratorio, sin embargo se podría decir que desde el punto de vista administrativo, el nombramiento de la susodicha se contrapone al convenio por no cumplir el requisito de profesional. Por otra parte, dicho convenio, en algunas de sus partes parece confuso y en otros tramos del mismo se ha incumplido, pues en la práctica, algunas de sus cláusulas no se han observado y tampoco se conoce de la existencia de addendum que respalden lo actuado

Al ser las diecinueve horas con treinta minutos se retira el Lic. Guillermo Silesky Mata.
Seguidamente la Licda. Natalia Rudín, Directora del Departamento Legal, procede a explicar ampliamente el informe AL-089-2010, sobre estudio realizado al informe AUI-003-10 de la Auditoría Interna, con relación al caso de la construcción del edificio de Guápiles. 
De previo a iniciar con la exposición solicitada, considero que la participación del Departamento Legal en esta etapa investigativa, no es la normal ni adecuada, ni esta dentro del elenco de funciones de la Asesoría. Obsérvese que estamos frente a un informe de la Auditoría interna, donde fue solicitada una investigación preliminar, por lo que efectuar un análisis de este tipo, podría conllevar a un adelanto de criterio, lo cual me privaría a conocer de este asunto en una etapa posterior. Sin embargo en cumplimiento del acuerdo de Junta Directiva se realizará el estudio requerido al informe del Auditor Interno, tal cual fue planteado por el Lic. Silesky Mata.

Sobre el primer elemento citado cual es la compra del terreno de Guapiles, debo indicar que tal y como lo indica la Auditoría, se llevaron cuatro procesos licitatorios, de los cuales tres se declararon infructuosos y el último de ellos contó con la autorización del Ente Contralor para llevar a cabo la compra directa del terreno. Asimismo destaca que el Colegio actuó de buena fe al momento de la compra del terreno, basado en un plano que contaba con el refrendo municipal, siendo que de esa forma fue inscrito en el Registro Nacional. El problema suscitado con el plano catastrado, es completamente interno de de la Municipalidad de Pococí, por lo que no se puede venir a limitar el otorgamiento de permisos por dicha situación. Sobre el segundo aspecto que trata del permiso de construcción explica la señora Directora del Departamento Legal, que se inició la construcción del Edificio de  la Sede de Guápiles, sin contar con el visado de los planos constructivos, y los permisos correspondientes, por parte de la Municipalidad de Pococí. Sin embargo se debe resaltar que en el informe de la Auditoría Interna,  no se indicaron quién o quienes por parte del Colegio, autorizaron a la empresa constructora y al ingeniero a iniciar la construcción sin el otorgamiento de los permisos correspondientes. Continúa indicando que no consta a la vez, comunicaciones formales al Comité fiscalizador por parte de la empresa, quien tenía la obligación de conformidad con el contrato de comunicar a la Proveeduria cualquier situación que acaecía en el transcurso de la construcción. Por otra parte comenta la Licda. Natalia Rudín, que el informe de Auditoría tampoco se observa que exista un acto administrativo de la Municipalidad de Pococí, donde estén cobrando suma alguna al Colegio, por haber realizado la construcción sin los permisos correspondientes. De la misma forma, la Sra. Sandra Hidalgo confirma que no existe comunicación alguna de dicho Gobierno local. A la vez de la documentación citada, se refleja un claro incumplimiento del ingeniero de dar seguimiento a los trámites municipales, aspecto que se encontraba delimitado en el contrato suscrito y que fue corroborado por la Sra. Sandra Hidalgo. Otro aspecto que considera importante destacar es que no se desprende del informe de Auditoría así como tampoco del expediente que al efecto tramitó la Proveeduría del Colegio de Abogados, documentación que indique la labor efectuado por el Comité Fiscalizador, en el seguimiento de las acciones realizadas por el ingeniero contratado para que realizara este trámite. Sobre el punto tres referente a la modificación en el valor de la obra, amplia la Licenciada Rudín Castro que se divide en dos supuesto: El primero de ellos fue quien dio la autorización para modificar el valor de la obra en siete millones quinientos mil colones, de lo cual se debe indicar que del informe de la Auditoria asi como del expediente administrativo, no se refleja  la existencia  la existencia de una autorización escrita que fuere dada al ingeniero o la empresa MACROESTRUCTURAS S.A, para realizar una ampliación de la obra por la suma de siete millones y medio de colones. La primera nota que hace referencia a dicho incremento en el valor de la obra, data del 23 de noviembre del 2009, lo que resulta completamente extemporáneo, puesto que ya se habían llevado a cabo las modificaciones. Al estar los trabajos concluidos, aunque la nota de fecha 23 de noviembre del 2009, cuente con un VºB del Lic. Arroyo Villegas, la misma resulta extemporánea, por haberse finalizados los trabajos antes de la correspondiente autorización. Continua indicando la señora Asesora Legal, que la Auditoría tampoco señaló, la clara contradicción en la que incurren los ingenieros a cargo de la obra, puesto que expresan distintas teorías sobre los motivos que generaron el incremento en el costo de la obra (cantidad de piedras, distintos niveles, requerimientos de la municipalidad y ampliaciones), o no es claro, por la forma en que lo plantean si todas la teorías tienen alguna relación entre sí. Los ingenieros emiten distintas teorías, sobre el porqué de los incrementos en el valor de la obra. Sin embargo, las emitidas en fecha 23 de noviembre del 2009, son muy distintas a las dos últimas, sea la dada a la Junta Administradora donde el Ing. Gutiérrez Rojas señala que obedeció a requerimientos municipales, ni tampoco a la expresada por ese mismo profesional, vía correo electrónico al Lic. Silesky Mata, la cual plantea una ampliación a aspectos que no se habían mencionado.  El plazo del contrato es de 120 días naturales, el cual se suscribió el 27 de octubre del 2009. Sin embargo y según indicación expresa del ingeniero de la empresa MACROESTRUCTURAS, la obra comenzó a construirse el día 19 de ese mismo mes y año, hecho que no consta en el informe de Auditoría. Tampoco se refleja autorización escrita por parte de este Colegio Profesional o por lo menos la misma no consta en el expediente. No costa además en el informe de la Auditoría manifestaciones formales del Ex Director de Sedes Regionales, lo cual consideramos importante, puesto que nos encontramos frente a una sola versión, la cual debió ser confrontada con la otra parte involucrada.  Aunque el Ing. Gutiérrez Rojas indique que existió autorización “verbal” de llevar a cabo la ampliación en el valor de la obra, lo cierto es que solo se cuenta  con la manifestación del ingeniero. Ahora bien, aunque este hecho fuera cierto, el ingeniero era conocedor de que el Lic. Arroyo Villegas no tenía la potestad suficiente para dar este tipo de autorización y que él le debía cuentas al Comité Fiscalizador y no solamente al Ex Director de Sedes Regionales. De la misma forma externa, que sobre lo indicado por la Auditoría, en cuanto a que el procedimiento para la ampliación, se iniciaba a través de una solicitud de bienes, debe indica que nos encontramos en  presencia de un contrato que se encontraba en ejecución y que la ley permite realizar ampliaciones al contrato, cuando se encuentren situaciones que impidan el normal desarrollo de la obra. El punto aquí se centra, en que el trámite para poder ampliar el contrato, debe ser anterior a que se efectuaran los trabajos, lo cual no ocurrió en el caso que nos ocupa. Asimismo, en el Informe de la Auditoría no se refleja que el problema no lo generaba la ampliación del contrato de construcción, sino que el refrendo otorgado internamente, era por el límite máximo permitido para llevar a cabo el mismo, esto por cuanto existen normas que permiten las ampliaciones mencionadas en la ley y el reglamento de contratación administrativa. Sin embargo reiteramos como bien lo expresa la Auditoría, que las mismas deben realizarse en tiempo. La explicación que realiza el Lic. Arroyo Villegas ante la Junta Directiva, se basa en la nota de fecha 23 de noviembre del 2009, cual es el primer aviso formal que recibe el Colegio sobre los trabajos efectuados. No se analizó por parte de la Auditoría Interna, que la Junta Directiva en ningún momento aprobó la ampliación de la obra, sino más bien lo que le solicita a la Proveeduría es elevar a la Contraloría General para la correspondiente autorización y refrendo. De la misma forma señala que la Auditoría tiene plenas facultades para remitir el caso (si lo considera pertinente) a la Contraloría General de la República, por lo que no corresponde trasladar esa labor a la Asesoría Legal por no tener competencia ni legitimación para hacerlo. Sobre el desarrollo de la obra, explica que no le consta a esta Dirección lo dicho por la Auditoría en cuanto a que  la parte administrativa del edificio no se encuentra lista por falta de cableado, estructurado, aire acondicionado. Lo anterior puesto que no hemos realizado una inspección de la obra, ni contamos con un criterio técnico que lo determine. Igualmente cita que cuando señala la Auditoría que el incremento de la obra se debió a la ampliación del aula, dejó de lado las demás teorías vertidas por los ingenieros. El contratista tenía la obligación de cumplir con el objeto del contrato, el cual indicaba expresamente que debía apegarse a los planos y especificaciones técnicas, lo cual no se cumplió ni se informó como debía a la Proveeduría Institucional en el plazo de cinco días hábiles. Otro aspecto es que el Ing. Gutiérrez Rojas, no llevó a cabo el estudio de suelos correspondiente, que hubiese servido para prever situaciones como las acaecidas. Asimismo, no le quedó claro a esta Asesoría Legal, el aspecto de las presiones que señala el informe, puesto que no se indica expresamente quien las ejerció, o cuales fueron las mismas. Sobre el punto cinco que desarrolla el tema de la fiscalización, indica que el contrato de construcción estableció que el Director Técnico de la Obra, era el Ing. Gutiérrez Rojas y designa como encargados del proyecto por parte del Colegio a la Dirección de Sedes Regionales como a la Proveeduría. De la misma forma, el contrato de Servicios Profesionales de Ingeniería, asignó un comité Fiscalizador, al cual el Ingeniero debía reportarle todo tipo de sucesos, que en este caso no se dio. Si bien es cierto la Auditoría indica que “el Lic. Henry Arroyo Villegas funcionó como enlace directo con el ingeniero a cargo de la obra”, lo cierto es que priva lo indicado en el contrato, lo cual era de conocimiento pleno del Ing. Gutiérrez Rojas. Como otro punto explica que es conveniente realizar modificaciones al cartel de obra, para que se integre como requisito fundamental una tabla de pagos que delimite el trámite a seguir. Hay otro aspecto, que no fue mencionado en dicho análisis. El Lic. Silesky Mata indica que en octubre del 2009 se dio inicio a la obra. Sin embargo no establece la fecha exacta, aspecto que a nuestros efectos es de suma importancia, por cuanto si nos basamos en el contrato suscrito, el mismo se firmó el día 27 de octubre de ese mismo año, siendo que de conformidad con lo que se establece el contrato, el mismo comenzaba a regir una vez suscrito. 
Seguidamente se presentan las siguientes intervenciones: La Licda. Vivian Wyllins Soto, consulta si consta quien era el encargado de elaborar el nuevo plano. Al respecto la Licda. Natalia Rudín Castro, señala que en el informe emitido por el Auditor señala: “Es importante indicar, que dicho plano catastrado contiene  errores como lo es la ubicación exacta del terreno y deficiencia en la limitación de los lotes, según Minuta de Visado de Planos del 25 de agosto de 2009 (ver anexo 4 de este informe), por lo que la Municipalidad pidió que se hiciera uno nuevo, de ello el Colegio se entera cuando la señorita Sandra Hidalgo visita la Municipalidad a solicitar el visado para obtener el sello de disponibilidad de cañería, pero que éste no se había otorgado por los defectos antes comentados en el plano presentado. Esto origina atrasos en el respectivo procedimiento para los permisos de construcción, pues dicho visado es requisito para obtener el sello de visado de cañería. Es hasta que la Municipalidad acuerda con el Colegio en colaborar con esta situación en el entendido de presentar un nuevo plano catastrado y eliminar el portón ubicado en la entrada a la propiedad (esto último fue corregido), siendo esto un compromiso que el Colegio de Abogados asume, como se puede observar en el oficio CA-DSR-380-09 del 31 de agosto de 2009 firmada como presidente del Colegio de Abogados el Lic. Gilberto Corella Quesada y ratifica ese compromiso el Lic. Henry Arroyo Villegas en su nota del cinco de setiembre de 2009 dirigida al señor Ivan Rodríguez Núñez, Topografo de la Municipalidad de Pococi, sin embargo, a la fecha de  la última visita a Guápiles (12 de febrero de 2010), esta Auditoría no tenía conocimiento de que se haya realizado. Ahora bien, según lo conversado con el Lic. Henry Arroyo, Ex Director de Sedes Regionales, comentó que sería la Filial quien realizaría las gestiones para la elaboración de ese plano, sin embargo aún no se ha procedido así, por otra parte, El Ing. Filiberto Gutiérrez se ofrece a colaborar en este asunto. Llama la atención, que desde el mes de agosto de 2009 aun no se haya iniciado alguna gestión para la elaboración de esos planos”. Consulta además la Licda. Vivian Wyllins, el motivo por el cual la Municipalidad devuelve los documentos a la Secretaria de Guápiles. Indica al respecto la Licda. Natalia Rudín que: “esta Asesoría consultó con la Sra. Hidalgo Hurtado (secretaria de Sedes Regionales), sobre el por qué la Municipalidad había devuelto la documentación respectiva, misma que indicó: “Los documentos fueron entregados a mi persona, a solicitud del Colegio, ya que para esa fecha que los retiré, era en que venían a investigar sobre el tema, el Auditor Guillermo y la Proveeduría Merari y ellos me habían solicitado la copia del plano visado, así como Don José Luis porque quería ver el plano el cual estaba visado por la Municipalidad y este se encontraba en esa documentación”. Continúa la Licenciada Wyllins Soto, indicando que según manifiestan, se presentó la solicitud para los permisos y que luego fueron retirados por la Secretaria, por tanto, constan los sellos de recibido de dichos documentos solicitando el permiso. Responde la Directora Legal, que no los tiene ni le constan. La Licda. Vivian Wyllins Soto, solicita se le explique lo relacionado con la nota de solicitud de ampliación de la obra. Al respecto la Licda. Natalia Rudín Castro, apunta que el Ingeniero envío un correo electrónico a la Dirección de Sedes Regionales, de fecha 23 de noviembre del 2009, donde señala: “Como es de su conocimiento en la oficina que se construye en Guápiles, debido a problemas con el suelo encontrado, fueron necesarios algunos trabajos adicionales, para el inicio de la construcción de la oficina como movimiento de tierra, rellenos y construcción de muros de contención…”. De igual manera ese mismo ingeniero, en nota de esa misma fecha autorizó el segundo desembolso a favor de la Empresa MACROESTRUTURAS, señalando expresamente en el desglose: “Monto obra adicional ¢7.500.000.00 (Rellenos y Muros)”. La Licda. Vivian Wyllins Soto, consulta si puede el Director de Sedes, autorizar el pago de fondos y si existió acuerdo de Junta Directiva para el giro. Responde la Directora Legal, que el Director de Sedes Regionales no tiene potestad, para autorizar pagos y que los ¢7.500.000, no han sido cancelados. Continúa consultando la señora Fiscal, si la Auditoría determinó quién autorizó el inicio de la obra antes de la firma del contrato y si se puede determinar con la bitácora de construcción. Al respecto, la señora Directora Legal, indica que el informe de la Auditoria no señala quien autorizo que se iniciara la construcción antes de la firma del contrato y de la misma forma que ella no tuvo a su alcance la bitácora del ingeniero para corroborar quien suscribió las mismas por lo que se tendría que solicitar al Ingeniero y al Colegio de Ingenieros.
Al ser las veinte horas con veintiséis minutos, se retira la Licda. Natalia Rudín Castro.
Se decreta un receso al ser las veinte horas con veintiocho minutos se decreta un receso y se reanuda la sesión al ser las veinte horas con treinta y tres minutos. 

Con respecto a los informes expuestos por la Directora Legal y el Auditor Interno, la señora Presidenta somete a consideración que se retire copia del expediente administrativo donde se registran los permisos otorgados para la construcción de la Sede de Guápiles (a solicitud de la Licda. Vivian Wyllins Soto) y solicitar copia certificada de la bitácora tanto al  ingeniero encargado de la construcción como al Colegio de Ingenieros, (sugerencia del Lic. Juan Carlos Granados y el Lic. José Luis Meneses).
SE ACUERDA 2010-15-009 a) Que la Dirección Ejecutiva, comisione a un funcionario del Colegio para que se presente a la Municipalidad de Guápiles a solicitar copia certificada del expediente administrativo donde se registran los permisos otorgados para la construcción de la Sede de Guápiles. b) Solicitar copia certificada de la bitácora tanto al  ingeniero encargado de la construcción como al Colegio de Ingenieros, con el fin de tener más claro lo relacionado con los informes presentados. Las Directoras Jenny Hernández Solís, Stella Santamaría Jiménez, Ana Lorena Castro Corrales, se abstienen de votar el presente acuerdo por cuanto los informes rendidos por el Auditor, han indicado posibles responsabilidades de miembros de la Junta Directiva anterior.
ARTICULO 6) ASUNTOS BREVES DE FISCALÍA.
1.- ASUNTOS BREVES

6.1.1- Expediente Nº: 135-10 (5). Denunciado: Lic. Eddy Cuevas Marín. Denunciante: Juan Carlos Barquero Arce. 
SE ACUERDA 2010-15-010 Declarar la incompetencia por razón de la materia para conocer de los hechos denunciados y testimoniar a la sede disciplinaria notarial. 
6.2.- ASUNTOS NUEVOS 
6.2.1.- Expediente N°: 553-09 (5). Denunciado: Lic. Ricardo Jirón Medina. Denunciante: De oficio (Sala Tercera). 

SE ACUERDA 2010-15-011 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Nueve votos. Responsable: Fiscalía. Plazo: Inmediato.
6.2.2.- Expediente N°: 102-10 (5). Denunciado: Lic. Carlos Mora Moya. Denunciante: De oficio (Juzgado Penal de Pérez Zeledón). 

SE ACUERDA 2010-15-012 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Nueve votos. Responsable: Fiscalía. Plazo: Inmediato.
6.2.3.- Expediente N°: 133-10 (5). Denunciada: Licda. Karen María Leandro Box. Denunciante: De oficio (Juzgado Penal de Siquirres). 

SE ACUERDA 2010-15-013 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Nueve votos. Responsable: Fiscalía. Plazo: Inmediato.
6.2.4.- Expediente N°: 142-10 (5). Denunciado: Lic. José Alberto Brenes León. Denunciante: De oficio (Juzgado Penal de Puntarenas). 

SE ACUERDA 2010-15-014 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Nueve votos. Responsable: Fiscalía. Plazo: Inmediato.
6.2.5.- Expediente Nº: 114-10 (6). Denunciado: Lic. Jorge Luis Barboza Jiménez. Denunciante: Francisco Baltodano Reyes. 

SE ACUERDA 2010-15-015 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Nueve votos. Responsable: Fiscalía. Plazo: Inmediato.
ARTICULO 7) INFORME DIRECTOR EJECUTIVO.

7.1 El Lic. José Luis Meneses Rímola, informa que anteriormente había consultado en el Registro Nacional, que otro proyecto puede existir para el Colegio de Abogados, y se le indicó que esta la posibilidad de un RAC propiedad, por lo tanto en el mes de mayo se coordinará una reunión en el Registro, con la finalidad de obtener nuevos ingresos para este Colegio. 
7.2 El Lic. José Luis Meneses Rímola, informa que las certificaciones que el Colegio emite a los agremiados y agremiadas, desde el año 2003 tienen un costo de ¢1000 más ¢275 por concepto de timbres, por tal motivo somete a consideración de la Junta Directiva, realizar un aumento a la tarifa que se cobra por la emisión de dicho documento, con base al aumento en el costo experimentado en los últimos siete años. La señora Presidenta sugiere realizar el aumento a ¢2.500, a su vez cuando se trate de constancias, se cobre un monto de ¢2.000. La MSc. Jeannette Arias Meza, señala estar de acuerdo en el incremento, por cuanto han aumentado los costos administrativos y del papel de seguridad en que se imprimen.
SE ACUERDA 2010-15-016 Aumentar el costo de las certificaciones que se emiten para los agremiados y agremiadas a ¢2500, a su vez cuando se trate de constancias, se cobre un monto de ¢2.000,  lo anterior tomando en cuenta que desde hace varios años no se ha realizado un incremento, además han aumentado los costos administrativos y del papel de seguridad en que se imprimen. Once votos. ACUERDO FIRME. Responsable: Dirección Ejecutiva.
7.3 El Lic. José Luis Meneses Rímola, manifiesta que se ha presentado un aumento en la cantidad de colegiados (as) que solicitan en el Archivo Central, que se les extienda una constancia de las fotocopias de notas o demás documentos que constan en el expediente custodiado en dicho Departamento, en razón de lo anterior considera importante asignarle un valor a este tipo de constancias, dado el tiempo que implica la localización de la información   Al respecto la señora Presidenta, propone que se cobre un monto de ¢2000, por las constancias que se emite en el Archivo Central.
SE ACUERDA 2010-15-017 En adelante se cobrará un monto de ¢2000, por las constancias que a solicitud de los agremiados y agremiadas, se extienden en el Archivo Central del Colegio. Once votos. ACUERDO FIRME. Responsable: Dirección Ejecutiva.

7.4 El Lic. José Luis Meneses Rímola, informa que la Comisión Académica se encuentra analizando tanto los costos en que se incurren en las incorporaciones como el monto que se cobra por concepto de cursos de actualización jurídica. La Dra. Erika Hernández Sandoval, somete a consideración que la Dirección Académica presente a más tardar el viernes 23 de abril el informe sobre dichos costos. La Licda. Ana Lorena Castro Corrales, manifiesta que además debe ser vinculante para las filiales.
SE ACUERDA 2010-15-018 Solicitar a la Dirección Académica y de Incorporaciones presentar para el viernes 23 de abril a las 12:00 m.d, el informe que se encuentra elaborando con relación al estudio sobre los costos tanto de las ceremonias de incorporación, como del monto que se cobra por los cursos de actualización. Once votos. ACUERDO FIRME. Responsable: Dirección Académica. 

7.5 El Lic. José Luis Meneses Rímola, tomando en cuenta que el Colegio esta trabajando en obtener mayores ingresos, consulta si resulta conveniente que la cafetería se dé en Permiso de Uso, ya que no estaría generando ganancias a la Institución.  Sobre el particular la señora Presidenta, señala que en el capítulo de informe de Directores, la Licda. Vivian Wyllins, presentará una propuesta de la Junta Administradora al respecto.
7.6 El Lic. José Luis Meneses Rímola, hace referencia a la nota presentada en el mes de febrero por el Lic. Aldo Milano, ASCODA-REV-003-2010, donde solicitan colaboración para  relanzar la Revista de Derecho Público de la Asociación, donde  a cambio de la suma de $1280.00 anuales pagadera en dos tractos semestrales, ofrecen al Colegio: -aparecer en las dos ediciones anuales en página completa; -un banner dinámico en la página Internet. La Dra. Erika Hernández Sandoval, indica que debido a las limitaciones presupuestarias con que actualmente cuenta el Colegio, no es posible atender la solicitud planteada. El Lic. Ronald Segura Mena, sugiere que se le ofrezca apoyo en el sentido que el Colegio le publicitar la revista por medio de la página web.
SE ACUERDA 2010-15-019 Informar al Lic. Aldo Milano, ASCODA que debido a las limitaciones presupuestarias en que actualmente se encuentra el Colegio, no es posible atender la solicitud planteada sobre aporte económico  para  relanzar la Revista de Derecho Público de la Asociación, pero con gusto se le ofrece colaboración para publicitar la revista por medio de la página Web, Once votos. ACUERDO FIRME. Responsable: Departamento de Cómputo.

ARTICULO 8) INFORME DE PRESIDENCIA.
8.1 La Dra. Erika Hernández Sandoval, informa que el Jueves 22, se llevará a cabo el Cine Foro "Eutanasia: Acto de Humanidad, Pecado o Delito", basada en la película "Mar Adentro".
 

8.2 La Dra. Erika Hernández Sandoval, somete a votación, tomar el acuerdo de enviar una nota de felicitación a la MSc. María del Rocío Cerdas Quesada, por el nombramiento como nueva Presidenta Ejecutiva del Instituto Nacional de las Mujeres (INAMU). La Licda. Jenny Hernández Solís, sugiere que además se publique la felicitación por medio de la página del Colegio.
SE ACUERDA 2010-15-020 a) La Junta Directiva del Colegio de Abogados y Abogadas de Costa Rica, externa cordial felicitación y éxitos, a la MSc. María del Rocío Cerdas Quesada, por su reciente nombramiento como Presidenta Ejecutiva del Instituto Nacional de las Mujeres (INAMU). b) Publicar la felicitación en la página Web del Colegio. Once votos. ACUERDO FIRME. Responsable: Secretaría, Departamento de Cómputo. 
8.2 La Dra. Erika Hernández Sandoval, debido a la reducción de ingresos en el timbre, somete a consideración de los señores Directores y Directoras, revisar los siguientes acuerdos para dejarlos en suspenso hasta el mes de junio, cuando se les dará contenido presupuestario por medio de una modificación presupuestaria: 2010-09-035 Instruir a la Proveeduría para que inicie el proceso de contratación de una firma para la gestión de comunicación…, del acuerdo 2010-10-020 punto 4. Compra de un software financiero para el registro contable y parcialmente el acuerdo 2010-12-074, sobre la actualización de la base de datos del Colegio.
SE ACUERDA 2010-15-021 Dejar en suspenso hasta el mes de Junio 2010, los siguientes acuerdos sobre contrataciones: 2010-09-035 Contratación de una firma para la gestión de comunicación, del acuerdo 2010-10-020 punto 4. Compra de un software financiero para el registro contable y parcialmente el acuerdo 2010-12-074, sobre a actualización de la base de datos del Colegio. Lo anterior debido al bajo ingreso por concepto  del timbre. Once votos. ACUERDO FIRME. 

8.3 La Dra. Erika Hernández Sandoval,  informa que el Dr. Enrique Rojas Franco, en su carácter de Apoderado Especial Judicial de la Licda. Mónica Garrido Quesada, solicita defender los derechos de los Abogados externos de la Caja Costarricense de Seguro Social, que son atropellados desde hace muchos años (no reconoce los honorarios como lo establece el arancel), por lo que están violando la normatividad que regula las relaciones entre abogado y cliente, que es de interés público, y que es de interés de este Colegio Profesional. El MSc. Fabio Vincenzi Guilá, aclara que el Dr. Enrique Rojas Franco, lo que pretende es que la Fiscalía del Colegio intervenga aplicando un proceso disciplinario a abogados miembros de la Junta Directiva CCSS, Jefes de Departamento Legal, que recomiendan en contra de los colegas. Asimismo informa que la Comisión de Notariado esta elaborando notas sobre el cumplimiento que se debe tener al arancel, para circularla por las instituciones. La Licda. Jenny Hernández Solís, sugiere que la Fiscalía analice si se cuenta con soporte dentro de la normativa, para darle curso a lo anterior. La Licda. Vivian Wyllins Soto, manifiesta que la Fiscalía debe actuar de acuerdo al principio de oficiosidad, simplemente con el conocimiento de un incumplimiento al Código de Deberes. 
SE ACUERDA 2010-15-022 Informar al Dr. Enrique Rojas Franco, que el Colegio se pronunciará al respecto y enviará notas tanto a las instituciones públicas como a los bancos estatales, poniendo en conocimiento el asunto de los honorarios tal y como se acordó el año pasado, con el fin de dar cumplimiento al acuerdo  2009-26-057. Ocho votos. ACUERDO FIRME. Se abstienen de votar el presente acuerdo la Dra. Erika Hernández Sandoval, MSc. Fabio Vincenzi Guilá, por se abogados externos de la CCSS  y el Dr. Enrique Rojas Solís, por el grado de parentesco con el solicitante.
8.4 La Dra. Erika Hernández Sandoval,  hace referencia  a la nota enviada por el Departamento de Recursos Humanos sobre el deber presentar dentro de los primeros quince días hábiles del mes de mayo (del 03 al 21 de mayo 2010) una declaración en la cual se hagan constar los cambios patrimoniales en relación con la situación patrimonial declarada, lo cual rige para los Directores (as) que iniciaron su gestión a partir del 06 de enero 2009. 

Al respecto se toma nota.

8.5 La Dra. Erika Hernández Sandoval,  informa que la FIA esta convocando para la XLVI Conferencia FIA a realizarse del 15 al 19 de Junio en Río de Janiero, Brasil. Al respecto indica que tanto la Licda. Jenny Hernández Solís (quien asistió el año pasado) como el MSc. Fabio Vincenzi Guilá, (tienen 18 años de pertenecer a FIA y es además el enlace de la Comisión de Relaciones Internacionales), tienen interés en asistir, pero tomando en cuenta la reducción de ingresos del Colegio, únicamente se puede enviar un representante, por lo que somete a consideración de los Directores y Directoras la designación del representante del Colegio, ante dicha Conferencia.
SE ACUERDA 2010-15-023  Designar al MSc. Fabio Vincenzi Guilá para que asita en representación del Colegio de Abogados y Abogadas de Costa Rica, a la XLVI Conferencia FIA a realizarse del 15 al 19 de Junio en Río de Janiero, Brasil. El Colegio cubrirá los gastos de inscripción al evento, así como lo relacionados con el transporte aéreo, viáticos correspondientes según la tabla de la Contraloría General de la República. Rebajar de la partida pasajes, fletes y viáticos de Presidencia. Seis votos. Responsables: Contabilidad, MSc. Fabio Vincenzi Guilá. Se abstienen de votar el presente acuerdo los Directores Christian Campos Monge Enrique Rojas Solís y Ana Lorena Castro Corrales, por cuanto manifiestan que no tienen criterio para elegir entre dos compañeros de Junta Directiva. Las Directoras Jenny Hernández Solís y Stella Santamaría Jiménez, votaron a favor de que la representación fuera a cargo de la Licda. Jenny Hernández Solís.
En otro orden de ideas, el MSc. Fabio Vincenzi Guilá, comunica que recibió un correo de todos los miembros de la FIA en Costa Rica, donde informan a la Junta Directiva que el Lic. Luis Alberto Guillén Downing, fue nombrado como miembro vitalicio de la Federación Interamericana de Abogados, en razón de lo anterior solicitan enviarle una nota de felicitación.
SE ACUERDA 2010-15-024 Enviar una nota donde el Colegio de Abogados y Abogadas de Costa Rica, externa cordial felicitación al Lic. Luis Alberto Guillén Downing, con motivo de la designación como Miembro Vitalicio, de la Federación Interamericana de Abogados (FIA).  Once votos. ACUERDO FIRME.  Responsable: Presidencia.
Justifican su voto a favor de la designación del MSc. Fabio Vincenzi Guilá, la Licda. Vivian Wyllins Soto y el Lic. Ronald Segura Mena, en el sentido que se le debe dar la oportunidad al que no ha realizado una representación del Colegio ante la FIA.
La MSc. Jeannette Arias Meza,  señala la importancia de hacer un esfuerzo para conseguir un patrocinio, para que asistan ambos en representación del Colegio.
8.6 La Dra. Erika Hernández Sandoval,  indica que recibió nota de la señora Méndez Cubero Jacqueline, Universidad Hispanoamericana, quien externa disconformidad con respecto a que una vez que se le indicó que estaba aprobada su incorporación al Colegio se le llamó para indicarle que fue un error, caso por el cual la Junta tomó la decisión  de   revocar parcialmente el acuerdo 2010-12-004, para dejar pendiente la aprobación de incorporación de la señora Méndez Cubero Jacqueline, por cuanto la Dirección Académica estaba en espera de la respuesta del CONESUP, con relación al tiempo en que cursó la carrera de Derecho.
SE ACUERDA 2010-15-025 Informar a la señora Jacqueline Méndez Cubero, que la Junta Directiva, tomará el acuerdo con respecto a su incorporación, en el momento que la Dirección Académica haga llegar su informe basado en la respuesta del CONESUP, con relación al tiempo en que tardó cursando la carrera de Derecho. Once Votos. ACUERDO FIRME. 
8.7 La Dra. Erika Hernández Sandoval, informa que el Lic. Ricardo Suárez Badilla, Director del Consultorio Jurídico de Nicoya, envió una nota donde externa preocupación por el hecho que el Juzgado de Familia de los Tribunales de Justicia de Nicoya, ha negado en reiteradas ocasiones, que los estudiantes debidamente autorizados, que estan realizando su Trabajo Comunal Universitario en el Consultorio, puedan estar presentes  en la Audiencia de recepción de pruebas en calidad de representante legal del usuario de consultorios jurídicos, ver, estudiar e incluso fotocopiar expedientes en dicho Juzgado. La Licda. Ana Lorena Castro Corrales, externa la Ley de Consultorios Jurídicos, permiten que los estudiantes se hagan presentes en las audiencias con participación activa. La señora Presidenta, somete a consideración enviar a la Dra. Lupita Chaves Cervantes, Representante de los abogados (as) litigantes ante el Consejo Superior del Poder Judicial, para su respectiva atención, la inquietud planteada por el Lic. Ricardo Suárez Badilla, Director del Consultorio Jurídico de Nicoya. La Licda. Vivian Wyllins Soto, externa la conveniencia de solicitar una opinión jurídica a la Procuraduría.
SE ACUERDA 2010-15-026 Remitir a la Dra. Lupita Chaves Cervantes, Representante de los abogados (as) litigantes ante el Consejo Superior del Poder Judicial, para su respectiva atención ante el Consejo Superior, la inquietud planteada por el Lic. Ricardo Suárez Badilla, Director del Consultorio Jurídico de Nicoya. Diez votos. ACUERDO FIRME.  El Lic. Ronald Segura Mena, se encontraba fuera en el momento de la votación. 
8.8 La Dra. Erika Hernández Sandoval,  indica que la Dra. Roxana Sánchez Boza, solicita se le autorice a asistir como representante del Colegio de Abogados y Abogadas de Costa Rica,  a las Jornadas Notariales Iberoamericanas a celebrarse en Punta Cana, del 03 al 06 de junio 2010. Aclara que asistirá con sus propios recursos.
SE ACUERDA 2010-15-027 Autorizar que la Dra. Roxana Sánchez Boza, asista como representante del Colegio de Abogados y Abogadas de Costa Rica,  a las Jornadas Notariales Iberoamericanas a celebrarse en Punta Cana, del 03 al 06 de junio 2010. Once votos. ACUERDO FIRME. Responsable: Roxana Sánchez Boza. 
8.9 La Dra. Erika Hernández Sandoval,  manifiesta que el Observatorio de Medios de Comunicación sobre Población Migrante y Refugiada, solicitan nombrar un representante activo ante el Consejo Interinstitucional, el cual deberá participar en las reuniones periódicas, apoyar en la toma de decisiones, colaborar en la ubicación de fondos para la continuidad del proyecto y servir como enlace entre la Secretaría Ejecutiva del Observatorio y el Colegio de Abogados, además colaborar con materiales, apoyo logístico y técnico, espacio físico, entre otros, en la realización de actividades y coordinar una actividad sobre el tema pena y la migración, la cual puede ser llevada a cabo en la Semana Académica. Al respecto la señora Presidenta propone designar a la Licda. Lucett Watler Ellis, quien además es integrante de la Comisión de Víctimas y de la Género. Se realiza el nombramiento pero con respecto a las demás solicitudes, se puede ofrecer únicamente el préstamo de las instalaciones cuando necesitan realizar alguna actividad.
SE ACUERDA 2010-15-028 Designar a la Licda. Lucett Watler Ellis, como representante del Colegio de Abogados y Abogadas de Costa Rica,  ante el Consejo Interinstitucional del Observatorio de Medios de Comunicación sobre Población Migrante y Refugiada. Con respecto a las demás solicitudes, debido a las limitaciones presupuestarias, se ofrece el préstamo de las instalaciones cuando requieran realizar alguna actividad. Once votos. ACUERDO FIRME. Responsable: Licda. Lucett Watler Ellis. 
Al ser las veintidós horas con nueve minutos, se retira el Dr. Enrique Rojas Solís.
Debido a que algunos Directores, necesitan retirarse, proceden en el presente artículo de Informes de la Presidencia a brindar su informe:
8.10 La Licda. Ana Lorena Castro Corrales, manifiesta que hay una nota enviada por la Directora Académica, sobre la realización de los TCU en las Universidades privadas, señala haberlo votado en el entendido que era para Casas de Justicia ya que en el caso de Alajuela existe la inquietud en el sentido que se  firmó un convenio Interinstitucional con la Universidad de Costa Rica sobre el Consultorio Jurídico, por lo que se pueden molestar por el hecho que estudiantes de otras Universidades, realicen su TCU en el Consultorio Jurídico. 
8.11 La MSc. Jeannette Arias Meza, con respecto a la  Feria de Persona Usuaria donde el Colegio participa como parte de la CONAMAJ, se le solicitó realizar varias charlas de las cuales una es en Puntarenas y se titula “Desarrollo Socioeconómico la Participación de Mujeres,” para la cual se invito a participar a la Red de Violencia Doméstica de Cóbano, donde confirmaron 11 señoras de escasos recursos, por lo que solicita que el Colegio les cubra el transporte vía Ferry y el Bus ida y vuelta de Cóbano a Puntarenas,  así como el refrigerio, siendo por lo tanto un costo total de 64.750.00. La Dra. Erika Hernández Sandoval, somete a consideración el presupuesto para la actividad antes mencionada.
SE ACUERDA 2010-15-029 Aprobar el presupuesto de ¢64.750.00, para la charla que impartirá la MSc. Jeannette Arias Meza, en el Tribunal de Puntarenas, denominada “Desarrollo Socioeconómico la Participación de Mujeres,” donde se contará  con la asistencia de 11 mujeres de la Red de Violencia Doméstica de Cóbano. Dicho presupuesto incluye transporte de las 11 participantes de la Red de Violencia Doméstica de Cóbano, vía Ferri y Bus ida y vuelta de Cóbano a Puntarenas,  así como el refrigerio. Diez votos. ACUERDO FIRME. Responsable: Contabilidad.
Al ser las veintidós horas con trece minutos se retira la Licda. Ana Lorena Castro Corrales.

8.1.1 La MSc. Jeannette Arias Meza, con respecto a la solicitud realizada al Director Ejecutivo sobre el presupuesto, destaca que del presupuesto del Fondo Común, lo invertido en la Comisión de Género, representa un 0,0008% y del presupuesto de Comisiones, un 37%. De lo anterior enfatiza, que el Secretario General de las Naciones Unidas, en el último informe sobre la Violencia Social de la Organización Mundial de la Salud, la CEPAL y la Declaración de los Objetivos del Milenium,  constantemente señalan que se debe invertir en programas para mujeres e incluso el Estado y las diferentes entidades de la sociedad, deben realizar una segregación del presupuestos Géneros Sensitivos, con líneas presupuestarias específicas para el tema y que además sean inamovibles. La Licda. Jenny Hernández Solís, comparte el criterio en el sentido de sensibilizar en el tema de Género, pero aclara que presupuestariamente, no existe en el Colegio, la partida Géneros Sensitivos, por tal motivo, sugiere que se incluya dicha partida, con aprobación de Asamblea, en el Presupuesto para el año 2011. La MSc. Jeannette Arias Meza, manifiesta que mientras no se realice la aprobación, se debe asegurar que dentro de las líneas existentes, se procure las asignaciones para asegurarse que ciertos porcentajes de todas las líneas, vayan a esos programas. 
8.12 La Licda. Vivian Wyllins Soto, como Coordinadora de la Junta Administradora, presenta los siguientes puntos: 
a) La Junta Administradora, estableció la conveniencia de no otorgar más Permisos de Uso en el Colegio, en virtud de la necesidad de generar mayores ingresos, por tal motivo eleva ante esta Junta, la posibilidad de que se establezca en concesión el Café-Restaurante a un mercado cautivo, cobrando un monto por concepto de alquiler y no como se acordó con permiso de uso. La Licda. Jenny Hernández Solís, sugiere comisionar al MSc. Christian Campos, para que elabore el contrato respectivo con el Departamento de Proveeduría. El MSc. Christian Campos Monge, aclara que  con permiso de uso, también se puede cobrar un monto mensual. La señora Presidenta, sugiere devolver la propuesta a la Junta Administradora para que se valore siempre como permiso de uso, pero cobrando un monto mensual. 
SE ACUERDA 2010-15-030 Devolver la propuesta a la Junta Administradora, para que con respecto al Café-Restaurante, se dé en Permiso de Uso, pero cobrando un monto mensual, (determinar el monto de pago). Nueve votos. ACUERDO FIRME. Responsable: Junta Administradora. 

Al ser las veintidós horas con veintinueve minutos, se retira el MSc. Christian Campos Monge. 
b) Manifiesta que de acuerdo a las conversaciones sostenidas con el señor Manuel Muñoz Entrenador de Tenis y el señor Carlos Solano Director Deportivo, con respecto a la limpieza de las Canchas de Tenis: a) Se recomienda a la Junta Directiva la limpieza de las canchas de tenis y la compra de pintura para las mismas, sin embargo la empresa Gramatex, estableció la necesidad de posiblemente cambiar la cancha, para lo cual enviará un presupuesto para una implementar una cancha rápida de tenis. En razón de lo anterior, la recomendación con base en el criterio técnico, es que se limpien o esperar a que se envíe el presupuesto para la cancha rápida. La Licda. Jenny Hernández Solís, reitera nuevamente que no vale la pena lavarlas, por lo que sugiere mantener en suspenso el acuerdo 2010-12-073, y quedar en espera de la cotización para el recarpeteo. Recalca que el arreglo de la cancha, se puede costear con la realización de torneos de tenis.
SE ACUERDA 2010-15-031 a) Con respecto al lavado de las canchas de tenis, mantener en suspenso el acuerdo 2010-12-073, y que la Junta Administradora solicite cotizaciones con la finalidad de analizar la posibilidad del recarpeteo de las canchas. b) Instar tanto al Instructor de Tenis, como a los miembros del Comité de Tenis, a que lleven a cabo torneos para la recolección de fondos. Ocho votos. ACUERDO FIRME. Responsable: Junta Administradora.
c) Informa que la Junta Administradora acordó recomendar a la Junta Directiva el pago del monto de ocho mil colones para la inscripción del equipo de Ciclismo de Montaña del Colegio, dado que es una representación del Colegio de Abogados en los Juegos Interprofesionales. b) Dar contenido económico a la disciplina de ciclismo de montaña del Colegio de Abogados. 

SE ACUERDA 2010-15-032 Aprobar el pago de ¢8.000, para la inscripción del equipo de Ciclismo de Montaña del Colegio, en los Juegos Interprofesionales, dado que asistirán en nuestra representación. Ocho votos. ACUERDO FIRME. Responsable: Contabilidad.
Al ser las veintidós horas con treinta y cinco minutos, se retira la Licda. Jenny Hernández Solís. 
8.13 La Licda. Vivian Wyllins Soto, externa preocupación en el sentido que el Código de Deberes Jurídicos Morales y Éticos del Profesional en Derecho, descargable en el sitio de internet del Colegio, contiene error en cuanto a la información de aprobación y ratificación de su texto al efecto. En el pie de página de ésta versión puede leerse: "Aprobado en sesión de Junta Directiva N° 50-2004 del 25 de noviembre de 2004 y ratificado el 2 de diciembre del 2004 en sesión N° 52-2004 y Publicado en La Gaceta N° 242 del 10 de diciembre del 2004". Revisadas las actas de Junta Directiva se constata que el Código vigente fue aprobado en "sesión de Junta Directiva N° 47-2004 del 11 de noviembre de 2004 y ratificada su aprobación en sesión N° 50-2004 del 25 de noviembre del 2004". La información sobre la publicación es correcta. Por lo anterior debe hacerse la corrección de rigor correspondiente. Además el Código de Deberes Jurídicos Morales y Éticos del Profesional en Derecho que se distribuye actualmente en su versión impresa, llevada a cabo por Impresión Gráfica del Este, S.A.; contiene error en su texto que puede inducir a confusión sobre la vigencia de dicho Código; y se encuentra incompleta la información sobre su aprobación. Sobre la aprobación de éste Código en la versión impresa de comentario se lee: "Aprobado en sesión ordinaria de Junta Directiva del 11 de noviembre de 2004." Considero que debe completarse la información conforme lo detallado en el aparte anterior. El error en la versión impresa es el que sigue: Con ocasión de la reforma introducida al Código de Deberes Jurídicos Morales y Éticos del Profesional en Derecho para la inclusión de un régimen de ejecución condicional de las sanciones, se adicionó el ordinal 87 bis. La publicación de lo anterior se realizó en La Gaceta N° 230 del jueves 27 de noviembre del 2008, según consecutivos internos de la Imprenta Nacional O.C. N° 6769.-C-31880.-(108431). Como últimos datos en la versión impresa aludida se lee: "Aprobado en sesión ordinaria de Junta Directiva del 11 de noviembre de 2004. Rige a partir de su publicación en La Gaceta.-Proveeduría.-Lic. Merarí Herrera Campos.-1 vez.- (O.C. N° 6769).-C-31880.- (108431). Publicado en La Gaceta N° 230-Jueves 27 de noviembre del 2008." Con lo anterior se puede dar a entender que el Código rige a partir de ésta última fecha, cuando lo cierto del caso es que lo que rige a partir de esa fecha,  es sólo la reforma introducida al Código para adicionar el ordinal 87 bis que contiene la base del régimen de ejecución condicional. Corolario de lo expuesto en este aparte,  es que también en éste caso deba hacerse la corrección de rigor correspondiente y no distribuir más la versión impresa dicha que contiene los errores puntualizados. 
SE ACUERDA 2010-15-033 Con respecto al Código de Deberes Jurídicos Morales y Éticos del Profesional en Derecho:  a) Corregir en el documento descargable de la página Web del Colegio que fue aprobado en "sesión de Junta Directiva N° 47-2004 del 11 de noviembre de 2004 y ratificada su aprobación en sesión N° 50-2004 del 25 de noviembre del 2004" b) Que la Fiscalía realice  una fe de erratas a la versión impresa, para completar la información ya que la actual  únicamente señala: “Aprobado en sesión ordinaria de Junta Directiva del 11 de noviembre de 2004. Siete votos. Responsables: punto a) Departamento de Cómputo, punto b) Fiscalía, Dirección Ejecutiva. 
Como otro punto indica la Licda. Vivian Wyllins Soto, en el sitio de Internet del Colegio, no se encuentra disponible para descargar el "Reglamento de Procedimiento Interno en trámite de quejas ante la Fiscalía del Colegio de Abogados de Costa Rica", aprobado por la Junta Directiva del Colegio de Abogados de Costa Rica, mediante el acuerdo número 7.5, tomado en la Sesión 12-99, de 22 de marzo de 1999.
SE ACUERDA 2010-15-034  Colocar en la página Web del Colegio el “Reglamento de Procedimiento Interno en trámite de quejas ante la Fiscalía del Colegio de Abogados de Costa Rica", aprobado por la Junta Directiva del Colegio de Abogados de Costa Rica, mediante el acuerdo número 7.5, tomado en la Sesión    12-99, de 22 de marzo de 1999. Siete votos. Responsable: Departamento de Computo. 
8.14 La Dra. Erika Hernández Sandoval, continua brindando su informe e indica que la Comisión de Notariado ha realizado la última revisión al Proyecto del Decreto denominado Arancel de  honorarios  por Servicios de Abogacía y Notariado, de acuerdo con los señalamientos realizados por el Ministerio de Justicia, en el oficio DMJ-1233 del  5 de junio de 2009. Por otra parte aporta el informe técnico elaborado junto con la Licda. Mayela Guillén Garro, Directora Finanzas y Presupuesto, en el cual se tomaron en cuenta muchas de sus acertadas observaciones. En relación con los cambios en los montos de los honorarios que se incluyen el Decreto de marras,  el procedimiento seguido  consistió en el análisis de cuál índice además de la complejidad del trabajo, podría justificar el incremento  entre el proyecto de arancel y el arancel vigente.
SE ACUERDA 2010-15-035  Aprobar las correcciones realizadas por la Comisión de Notariado al Proyecto del Decreto denominado Arancel de  Honorarios  por Servicios de Abogacía y Notariado, de acuerdo con los señalamientos realizados por el Ministerio de Justicia, en el oficio DMJ-1233 del  5 de junio de 2009. Remitirlas al Ministerio de Justicia y Gracia. Siete votos. Responsable: Presidencia.
8.15 La Dra. Erika Hernández Sandoval, informa que recibió correo electrónico de la señora Lena White Curling, Contralora de Servicios, Poder Judicial, donde indica que la Escuela Judicial ha solicitado el apoyo de la Subcomisión de Pueblos Indígenas de esta institución, con el fin de obtener ayuda económica para la presentación de un grupo musical indígena, como actividad de cierre del ciclo de videoconferencias sobre los derechos de los pueblos indígenas, el 29 de abril próximo, a las 2:30 p.m., en la sede de dicha Escuela. La suma que se requiere es de $400, por lo que consultar si existe la posibilidad de que el Colegio de Abogados,  brinde alguna ayuda económica para este fin. Destaca la señora Presidenta, que ya en otra ocasión se les colaboró con la actividad que realizaron en Talamanca.
SE ACUERDA 2010-15-036 Informar a la Licda. Lena White Curling, Contralora de Servicios, Poder Judicial, que debido a las limitaciones presupuestarias, atribuidas a un descenso en la recaudación de ingresos por concepto de timbre, se dificulta en esta ocasión, atender la solicitud de colaborar económicamente en la actividad de los Derechos de los Pueblos Indígenas. Siete votos. Responsable: Secretaría. 

8.16 La Dra. Erika Hernández Sandoval, con respecto a la publicación que había salido en el Periódico La Extra, en el sentido de que el Colegio no estaba tomando acciones con relación a los matrimonios por conveniencia, informa que ya salió publicado en dicho Periódico, la aclaración por parte del Colegio como Derecho de Respuesta, donde se aclara el papel que cumple el abogado y el notario en este tema.
8.17 La Dra. Erika Hernández Sandoval, indica que el Lic. Robert Harbottle Quirós, Jefe de la Sub Área de la Contraloría de Costos Industriales, Dirección Financiero Contable de la  CCSS, envío una nota donde explica que alguien presentó una denuncia anónima ante el Colegio de Economistas, alegando que él no es Economista ni Licenciado en Administración de Empresas, por lo que no cumple los requisitos para el puesto. Al respecto existen unos dictámenes de la CCSS, que indican que efectivamente cumple con los requerimientos para el puesto. Añade que existen otros abogados en esta situación, por lo que solicita que la Dirección Jurídica del Colegio de Abogados, emita un dictamen al respecto, con la finalidad de presentar el documento ante la Caja Costarricense de Seguro Social. 
SE ACUERDA 2010-15-037 Solicitar un dictamen a la Licda. Natalia Rudín Castro, Directora Legal, sobre la situación planteada por el Lic. Robert Harbottle Quirós, Jefe de la Sub Área de la Contraloría de Costos Industriales, Dirección Financiero Contable de la  CCSS, con respecto a la nota donde explica que alguien presentó una denuncia anónima ante el Colegio de Economistas, alegando que él no es Economista ni Licenciado en Administración de Empresas, por lo que no cumple los requisitos para el puesto, pero que al  respecto existen unos dictámenes de la CCSS, que indican que efectivamente cumple con los requerimientos. Lo anterior por la defensa que de le debemos dar a nuestros agremiados y agremiadas. Siete votos. ACUERDO FIRME. Responsable: Natalia Rudín Castro. Plazo: 5 días a partir de la firmeza del presente acuerdo. 
8.18 La Dra. Erika Hernández Sandoval, comunica que la Dra.  Doris Arias Madrigal en condición de Coordinadora de la Comisión de Género, MSc. Milagro Rojas Espinoza y el Lic. Rodrigo Coto Calvo, presentan el Informe de Labores, dado que han renunciado a sus cargos como integrantes de la Comisión de Género de Colegio de Abogados.

Al respecto se toma nota y se da por recibido el informe.
8.19 La Dra. Erika Hernández Sandoval, informa que la Comisión de Derecho Humanitario, esta solicitando la designación de dos representantes del Colegio, para formar parte de la Comisión Costarricense de Derecho Humanitario, por lo que propone nombrar a la MSc. Jeannette Arias Meza y el Lic. Ronald Segura Mena.
SE ACUERDA 2010-15-038  Designar a la MSc. Jeannette Arias Meza y el Lic. Ronald Segura Mena, como representantes del Colegio de Abogados y Abogadas de Costa Rica, ante la Comisión Costarricense de Derecho Humanitario. Siete votos. Responsables: MSc. Jeannette Arias Meza y el Lic. Ronald Segura Mena.
8.20 La Dra. Erika Hernández Sandoval, solicita autorización para la firma de un Convenio para la Defensoría Laboral, entre el Colegio de Abogados y Abogadas de Costa Rica y la USAID, donde el Colegio recibirá una donación de $12.000 en equipo.
SE ACUERDA 2010-15-039 Autorizar a la señora Presidenta, a la firma de un Convenio para la Defensoría Laboral, entre el Colegio de Abogados y Abogadas de Costa Rica y la USAID, donde el Colegio recibirá una donación de $12.000 en equipo de cómputo para que sirva de herramienta de trabajo. Siete votos. Responsable: Presidencia.
8.21  La Dra. Erika Hernández Sandoval, comenta que la Defensoría Social, no cuenta con un criterio de vulnerabilidad con respecto a los casos que se manejan sobre Defensoría Social Laboral. Al respecto la MSc. Jeannette Arias Meza, destaca la importancia de emplear un instrumento que aplican las trabajadoras sociales, el cual se trata de un estudio socioeconómico que puede ser solicitado al Colegio de Trabajadores Sociales y ajustarlo y validarlo a la población meta.
SE ACUERDA 2010-15-040 Encargar a la MSc. Jeannette Arias Meza, con Trabajadores Sociales un instrumento que utilizan para realizar el estudio socioeconómico y presentarlo a la Junta Directiva ajustado y validado para la población que realiza gestiones ante la Defensoría Social del Colegio. Siete votos. Responsable: MSc. Jeannette Arias Meza. 
Al ser las veintidós horas con cuarenta y ocho minutos se retira el MSc. Juan Carlos Granados Vargas.

8.22  La MSc. Jeannette Arias Meza, manifiesta que dada la perspectiva de Género y tomando en cuanta el informe de morbilidad 2009 en la población de agremiados rendido por la Oficina de Seguridad Social del INS, quienes indicaron que murieron 6 abogados por cada abogada,  propone coordinar acciones para que se lleve a cabo una campaña de emergencia para los abogados de la franja etárea que estan falleciendo por cáncer de próstata y enfermedades cardiovasculares. 
SE ACUERDA 2010-15-041 Que el Lic. Ronald Segura Mena, en su calidad de enlace de la Junta Directiva ante la Comisión de Seguridad Social, coordine con dicha Comisión,  la realización de una campaña donde se les incentive a los abogados a efectuarse exámenes preventivos, lo anterior tomando en cuenta el índice de mortalidad a causa del cáncer de próstata y enfermedades cardiovasculares. Asimismo informar a los agremiados, que el Colegio cuenta con convenios con algunas clínicas y hospitales, donde se pueden realizar los exámenes aplicándoles  un porcentaje de descuento. Responsable: Comisión de Seguridad Social-Departamento de Comunicación.
8.23 La Dra. Erika Hernández Sandoval, externa la importancia de regular lo relacionado con las grabaciones de las actas de Junta Directiva, tal y como se realiza en otras instituciones. Añade que  el dictamen C-018-1999 la Procuraduría General de la República indicó que “…conocer los motivos de una decisión de la Administración facilita el ejercicio de acciones impugnatorias, mejora la posibilidad de formular una defensa del derecho afectado y en general, da acceso a la información pertinente y necesaria para conocer en su totalidad, la decisión tomada. El principio de publicidad y transparencia, en ese sentido, adquiere vital relevancia, en particular el derecho que el artículo 30 constitucional contiene, es decir, que según el cual, como regla general, se debe admitir el acceso a todos los archivos y expedientes administrativos, salvo que se esté en los casos de secreto de Estado, o bien, en el supuesto del artículo 273 de la Ley General de la Administración Pública, es decir que el acceso permita conocer "información confidencial de la contraparte, o, en general, cuando el examen de dichas piezas confiera a la parte un privilegio indebido o una oportunidad para dañar ilegítimamente a la Administración, a la contraparte o a terceros, dentro o fuera del expediente. (...) Se presumirán en esta condición, salvo prueba en contrario, los proyectos de resolución, así como los informes para órganos consultivos y los dictámenes de éstos antes de que hayan sido rendidos." Debe hacerse notar además que las actas de los órganos colegiados tienen un indudable carácter público. Así las cosas, las actas de los órganos colegiados han de incorporar: a) las personas asistentes, b) las circunstancias de lugar y tiempo en que se ha celebrado, c) los puntos principales de la deliberación y resultado de la votación, y d) el contenido de los acuerdos -vid. artículo 56 de la Ley General de la Administración Pública…” Continúa indicando el dictamen que el acceso a las grabaciones se puede dar “únicamente en el momento en que sea aprobada el acta de la sesión correspondiente y se de eficacia a lo ahí deliberado, dado que, sin dicha ratificación, entendida como condición suspensiva de la eficacia de lo deliberado, no se trata de un acto colegial eficaz. Así, sin la aprobación del acta carece de interés que se acceda a lo deliberado, por tratarse tan sólo de un acto preparatorio del final, al cual es de aplicación la regla del artículo 273 inciso 2) de la Ley General de la Administración Pública, para el que, el acceso a los "proyectos de resolución" ha de impedirse...” Existen diversos criterios sobre el tiempo que deba conservarse una grabación. En el voto 8993-2002 la Sala Constitucional estimó que las grabaciones radiales deberán conservarse al menos por 5 días que es el plazo que alude la Ley de la Jurisdicción Constitucional en su artículo 69 inciso a) pues de lo contrario se haría nugatorio el derecho de respuesta.  En el voto 843-98 la Sala Tercera estableció que “…el último párrafo del numeral 370 del Código Procesal Penal de 1996 señala que “... el tribunal deberá realizar una grabación del debate, al menos fónica, la que deberá conservar hasta que la sentencia quede firme ...”. Al mismo tiempo, el artículo 371 ibídem aclara que “... El acta y la grabación demostrarán, en principio, el modo como se desarrolló el juicio, la inobservancia de las formalidades previstas para él ... y los actos que se llevaron a cabo. La falta o insuficiencia de la grabación no producirá, por sí misma, un motivo de impugnación de la sentencia. En ese caso, se podrá recurrir a otros medios de prueba para acreditar un vicio que invalida la decisión ...”. En este mismo sentido, la Sala Constitucional ha señalado que “... no viola el debido proceso, el hecho de que no se graben por medios electrónicos las deposiciones emitidas durante el debate ...”, voto Nº 8732-97. Además, el  voto 11273-2000 de la Sala Constitucional  indica que las grabaciones de los órganos públicos pueden desecharse una vez que hayan cumplido la función para la cual se realizaron “…esta fuera de duda que las actas del Concejo Municipal de Vázquez de Coronado, como las de cualquier otro órgano de su clase, son documentos públicos, a los que, por ende, cualquiera tiene libre acceso. También es cierto que ni el Concejo, ni su secretario, estan obligados a grabar las sesiones que el primero celebra. En esta misma línea, nada impide que las grabaciones que se hicieren sean borradas o desechadas una vez que han cumplido el fin para el que se han practicado. Pero, como en el caso concreto, las grabaciones hechas que subsistieren a la aprobación del acta (grabaciones, por otra parte, de sesiones del Concejo que de por sí son públicas) tienen, igual que el acta, el carácter de documentos públicos, de modo que participan del régimen de este tipo de documentos y son de libre acceso para quienes tengan por cualquier razón interés de conocerlas (corriendo los interesados, desde luego, con el costo de la reproducción de esta clase de material)…” .
Dado lo anterior la señora Presidenta, somete a consideración el acuerdo de  que las grabaciones de audio de las actas de Junta Directiva son un soporte para la confección de las actas. Una vez firmes las actas las grabaciones serán desechadas. La Secretaria de actas de la Junta Directiva llevará una bitácora de las personas que han solicitado audio de las sesiones de la Junta Directiva a las cuales se les permitirá únicamente dentro del recinto del Colegio, cuando no esta en firme el acta, solo podrán escucharlas los señores Directores y Directoras de Junta Directiva. 
SE ACUERDA 2010-15-042 Las grabaciones de audio de las actas de Junta Directiva son un soporte para la confección de las actas. Una vez firmes las actas las grabaciones serán desechadas. La Secretaria de actas de la Junta Directiva llevará una bitácora de las personas que han solicitado audio de las sesiones de la Junta Directiva, a las cuales se les permitirá escucharlas únicamente dentro del recinto del Colegio. Cuando no esta en firme el acta, solo podrán escucharlas los señores Directores y Directoras de Junta Directiva. Lo anterior en razón de la Jurisprudencia citada y para la reducción de espacio físico y optimización del uso de la capacidad de memoria de la computadora. Seis votos. Responsable: Secretaria de Actas.

Al  ser las veintitrés horas con diecisiete minutos se da por finalizada la sesión. 
Dra. Erika Hernández Sandoval
 
             Lic. Ronald Eduardo Segura Mena
               Presidenta                                                                     Secretario
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